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RepúeL¡cA DE pnn¡n¡uÁ

óRcANo JUDtctAL
CORTE SUPREMA DE JUSTIGIA

SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO, ADMIN¡STRATIVO Y LABORAL

ENTRADA N. 362-19 MAGISTRADO LUIS nen¡ÓX rÁeReOR S.
ADVERTENoTA DE ¡LEGAL¡DAD, pRESENTADA poR LA rtnrr¡R Rt-en¡AN coRDERo cALlNDo & LEE (APoDERADA

PRINCIPAL) Y LOS LIGENCIADOS: JAIME CASTILLO, ANEL ROACH RIVAS Y I-A LICENCIADA DORIS NIETO (CO!4O

ApoDERADos suslruros), AcruANDo Eru nepnEsentRclór.¡ DE cABLE &wRELESS pRuRrvlÁ, s.A., coNTRA
LA RESoLUGIÓ¡¡ I.¡o. ¡o.Igi¿ DE 12 DE ABRIL DE 1999, EMITIDA.POR EL ENTE REGULADOR DE LOS SERVICIOS
púeucos (AHoRAAUToRIDAD NAcIoNAL DE Los sERvlclos PUBLlcos).

Panamá, veintisiete (27) de agosto de dos milveintiuno (2021).

VISTOS

La firma Alemán Cordero Galindo & Lee (apoderada principal) y los

Licenciados: Jaime Castillo, Anel Roach Rivas y la Licenciada Doris Nieto (como

apoderados sustitutos), actuando en representación de CABLE & WIRELESS

PANAMÁ, S.A., interpuso ante la Sala Tercera de Ia Corte Suprema de Justicia,

Advertencia de tlegalidad contra la Resolución N" JD-1334 de 12de abril de 1999,

emitida por el Ente Regulador de los Servicios Públicos (ahora Autoridad Nacional

de los Servicios Públicos).

Sustanciador admite esta Advertencia de llegalidad, por la cual se le corre traslado

al Administrador General de la Autoridad Nacional de los Servicios Públicos y al

Procurador de la Administración.

I. EL ACTO ADMINISTRATIVO ADVERTIDO DE ILEGAL

El acto administrativo advertido de ilegal por GABLE & WIRELESS

PANAMA, S.A., (en adelante CWP), es la Resolución N' JD- 1334 de 12 de.abril de

1999, publicada en Gaceta Oficial N' 23, 780 de 22 de abril de 1999, emitida por el

entonces Ente Regulador Oe tos Servicios Públicos, ahora Autoridad Nacional de

los Servicios Públicos, "Por m'edio de la cual se dictan los parámetros para

I



wat

establecer posición dominante para !a prestación de servicios públicos de

telecomunicaciones con fines comerciales". Sostiene quien advierte que se utiliza

como parámetro para la clasificación de posición dominante la participación de

mercado de! concesionario, pero no la capacidad del concesionario de fijar precios

sin que pueda ser contrarrestado por los competidores, tal como se aprecia en sus

Resueltos Primero, Segundo, en el Resuelto Noveno al definir "Cuociente de

Concentración", y en el resto de la Resolución No. JD- 1334 de 12de abril de 1999.

¡I. CARGOS DE ILEGALIDAD

En concepto deladvirtiente, la Resolución N'JD- 1334 de 12de abrilde 1999

es violatorio de los artículos 4 de! Decreto Ejecutivo N" 73 de g de abril de 1997,

que reglamenta la Ley 31 de 8 de febrero de 1996 (Ley Sectorial de

Telecomunicaciones), et artícuto 4 de Decreto Ejecutivo N'279 de 14de noviembre

de 2006, que reglamenta la Ley 26 de 29 de enero de 1996 (Ley Orgánica de la

Autoridad Nacional de los Servicios Públicos) y el artículo 19 de la Ley 45 de 31 de

octubre de 2007, "Que dicta normas sobre protección al consumidor y defensa de

la competencia y otra disposición". Tales disposiciones establecen lo siguiente:

Decreto Ejecutivo No. 73 de 9 de abril de 1997, que reglamenta Ia Ley 31 de

8 de febrero de 1996 (Ley Sectorial de Telecomunicaciones)

Artículo 4. Para los efectos de definiciones de términos en materia de
telecomunicaciones regirán las que se establecen en el siguiente orden: (1)
La Ley N" 31 de 8 de febrero de 1996, (2) este Reglamento (3) las que
establece el presente Artículo, (4) las que adopte el Ente Regulador, y (S)
las que le atribuya la Unión lnternacional de Telecomunicaciones.

Las definiciones adoptadas.en el presente Reglamento son las siguientes:

POSICION DOMTNANTE:'PosiciÉn de la oue qoza una empresa que cuenta
ite

fijar o afectar el precio de mercado para un servicio o servicios concretos.
(Resalta la parte actora)

Decreto Ejecutivo N" 279 de 14 de noviembre de 2006, que reglamenta Ia

Ley 26 de 29 de enero de 1996, (Ley Orgánica de la Autoridad Nacionat de los
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Artículo 4. Definiciones. Para los efectos del presente Decreto, los términos
que se indican a continuación tienen el siguiente significado:

POSIGION DOMINANTE O PODER SUSTANGIAL: Capacidad de un
prestador de servicio público de fijar precios unilateralmente o de restrinoir
el abasto en el mercado relevante o pertinente. sin que los aqentes
competidores puedan. efectiva o potencialmente. contrarrestar dicha
capacidad.

(Resalta la parte actora)

Ley45 de 31 de octubre de2007, "Que dicta normas sobre protección al

consumidor y defensa de la competencia y otra disposición".

ArtÍculo 19. Poder sustancial. Para determinar si un agente económico tiene
o no poder sustancial sobre el mercado pertinente, se tomarán en cuenta Ios
siguientes factores:
1. Su participación en este mercado y su capacidad de fijar precios

unilateralmente o de restringir el abasto en el mercado pertinente, sin
que los agentes competidores puedan, efectiva o potencialmente,
contrarrestar dicha capacidad.
2. La existencia de barreras de entrada al mercado pertinente y los
elementos que, previsiblemente, puedan alterar las barreras y Ia oferta de
otros competidores.
3. La existencia y el poder de los agentes competidores.
4. Las posibilidades de acceso del agente económico y sus competidores a
fuentes de insumos.
5. Su comportamiento reciente.
6. Los demás factores que se establezcan mediante decreto ejecutivo

( Resalta la parte actora)

Los argumentos centrales del advirtiente, consisten en que a su

consideración de una simple revisión de la Resolución N" JD- 1334 de 12 de abril

de 1999, se advierte que la misma contiene unos parámetros para establecer

posición dominante para la prestación de servicios priblicos de telecomunicaciones,

que resultan contrarios al artículo 4 del Decreto Ejecutivo N" 73 de 1997, que define

posición dominante tomando en consideración que et concesionario pueda fijar o

afectar el precio de mercado para un servicio o servicios concretos y no solo en

base a la participación de mercado.

lndica también que el artículo 4 det Decreto Ejecutivo N' 279 de 14 de

noviémbre de 2006, define posición dominante o poder sustanciat como la

capacidad de un prestador de servicio público de fijar precios unilateralmente o de

restringir el abasto en el mercado relevante o pertinente, sin que los agentes
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compet¡dores puedan, efecto o potencialmente, contrarrestar dicha capacidad. De

esta forma indica, que el hecho de que un concesionario pueda tener mayor

participación de mercado no implica necesariamente que deba ser clasificado con

posición dominante, puesto que la posición dominante o poder sustancial depende

de la capacidad del concesionario de fijar precios unilaterales o de restringir el

abasto en el mercado retevante o pertinente, sin que los agentes competidores

puedan, efectiva o potencialmente, contrarrestar dicha capacidad. Por tal razón

indica la resolución advertida vulnera el artículo 4 del Decreto Ejecutivo N" 279 de

14 de noviembre de 2006, al disponer algo contrario a lo establecido en dicha

disposición, que define posición dominante o poder sustancial.

Por último señala que la Resolución N" JD- 1334 de 12deabrilde 1999, viola

el artículo 19 de la Ley 45 de 31 de octubre de 2007 , al disponer algo contrario a lo

establecido en el artículo 1 I de la Ley 45 de 31 de octubre de 2007 . En este sentido,

señala que de la resolución advertida se indica que la misma contiene unos

parámetros para establecer posición dominante para ta prestación de servicios

priblicos de telecomunicaciones, que resultan contrarios al artículo 19 de la Ley 45

de 31 de octubre de2007, que establece los criterios para determinar posición poder

sustancial, o posición dominante que es lo mismo, tomando en consideración la

capacidad de fijar precios unilateralmente o de restringir et abasto en el mercado

pertinente, sin que los agentes competidores puedan, efectiva o potencialmente,

contrarrestar dicha capacidad, y no solo en base a la participación de mercado.

Se observa de igual manera el escrito de alegatos presentado por la

advirtiente tal como se deja ver de foja 158 a 166 reitera los argumentos vertidos

con anterioridad y solicitando que la Sala Tercera dectare nula por ilega! ta

Resolución N' JD-1334 de 12de abril de 1999, emitida por e! Ente Regulador de los

Servicios Ptiblicos (ahora Autoridad Nacional de Ios Servicios Priblicos).
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III. INFORME REND¡DO POR LA AUTORIDAD DEMANDADA

La apoderada especial, Licenciada Noemí Tile, apoderada especial de la

Autoridad Nacional de! Ambiente rindió su criterio en relación a Ia Advertencia de

llegalidad presentada, solicitando a los Magistrados de esta Sala que se declare

que no es ilegal, y que la misma ha sido interpuesta dentro de un Proceso

Administrativo adelantado por la Autoridad Nacional de los Servicios Públicos, con

el propósito de suspender en sede administrativa, los efectos de la Resolución AN

N" 13329- Telco de 30 de abril de 2019, que clasificó, entre otras concesionarias, a

la empresa Cable & Wireless Panamá, S.A., como concesionaria con posición

dominante en la prestación de los servicios de telefonía móvil (Servicio de

Comunicaciones Personales y Servicio de Telefonía Móvil Celular) y e! Servicio de

Transporte de Telecomunicaciones, condición indispensable para poder exigir el

cumplimiento de disposiciones especiales contenidas en las normas que regulan los

servicios de telecomunicaciones, y que buscan promover !a eficiencia y ia libre

competencia en la provisión de estos servicios, así como tarifas bajas para los

usuarios.

Sigue indicando que esta no es la primera vez que GABLE & WRELESS

PANAMÁ, S.A., ha interpuesto una acción de este tipo en contra de !a Resolución

N' JD- 1334 de 1999, ya que para el año 2005 presentó una Advertencia de

llegalidad, pero aludiendo en esa ocasión, a que Ia Resolución N" JD- 1334 de lggg

no había sido sometida al procedimiento de consulta Ptiblica que exige la Ley; sin

embargo, el cumplimiento de esta obligación fue debidamente acredjtado dentro del

proceso por parte de entonces Ente Regulador de los Servicios Priblicos, ahora

Autoridad Nacionalde los Servicios Públicos, y posteriormente CWP se vio obligada

a desistir de dicha acción, solicitud acogida por la Sala Tercera de la Corte Suprema

de Justicia, mediante sentencia de 1G de agosto de 2006, por lo que ASEp pudo

clasificar con fundamento precisamente en la Resotución N'JD- 1334 de 12 de abril

de 1999, a Ios concesionarios que en este momento contaban con posición
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dominante, para cada servicio de telecomunicaciones, a través de la Resolución AN

N" 566- Telco de 16 de enero de2007,la cual fue dectarada QUE NO ES ILEGAL,

a través del Fallo de 2 de febrero de 2009, proferido también por la Sala Tercera.

En la presente advertencia, expresa también la entidad reguladora que

primeramente es menester señalar que la definición de Posición Dominante

señalada en el artículo 4 del Decreto Ejecutivo N" 73 de 1997, de conformidad con

las reglas de interpretación establecidas en el artículo 14 del Código Civil, es Ia

definición que debe prevalecer. Esto toda vez que reglamenta Ia Ley 31 de 8 de

febrero de 1996, siendo el marco regulatorio aplicable al Sector de las

Telecomunicaciones, en conjunto con la directrices que expida la Autoridad

Nacional de los Servicios Públicos y por tanto sus disposiciones son especiales

frente a las contenidas en el Decreto Ejecutivo N'279 de 2006, que son

comptementarias de la normativa sectorial y de carácter generat. Tampoco resulta

aplicable el artículo 19 de la Ley 46 de 2OO7,toda vez que estos son utilizados por

la ACODECO, Autoridad de Protección al Consumidory Defensa de Ia Competencia

en sus investigaciones, a fin de determinar !a posible comisión de una conducta

restrictiva de la competencia como lo sería el abuso del Poder Sustancial del

Mercado, ello de conformidad al artículo 1 de Ia Ley 45 de 2001.

En cuanto al argumento central de CWP, que señala que la Resotución

Resolución N' JD- 1334 de 12 de abril de 1999, no toma en consideración que la

posición dominante se define no sólo en función de la participación de mercado,

sino en atención a que el concesionario pueda fijar o afectar el precio del mercado

para un servicio o servicios concretos. Según señala, un concesionario puede tener

Ia mayor participación de mercado, sin que tenga la capacidad de fijar o afectar el

precio de mercado, por razónde la rivalidad de sus competidores.

Considera la ASEP que mal puede argumentar CWP que con la Resolución

N'JD- 1334 de 1999 se viola la normativa señalada, toda vez que se demuestra

5



Ito

con los parámetros a través de la misma para clasificar a los concesionarios con

Posición Dominante en la prestación de los Servicios de Telecomunicaciones, y que

están basados en un instrumento económico reconocido y válido como es e! IHH,

que mide el nivel de concentración de cada servicio de telecomunicaciones a partir

de la participación del mercado de cada uno de los operadores, lo que permite

clasificar a aquellos que tienen efectivamente la capacidad de fijar o afectar el precio

de mercado para un servicio o servicios concretos;tal como lo dispone Ia definición

de Posición Dominante establecida en el artículo 4 de! decreto Ejecutivo N' 73 de

1997, que como bien hemos señatado es la disposición aplicable para los Servicios

de Telecomunicaciones regulados por la ASEP, y es el fundamento legal de la

Resolución N' JD-1334 de 1999, lo cual está claramente sustentado en dicha

Resolución, asi como en las Resoluciones que ha emitido la ASEP para clasificar a

los concesionarios con Posición Dominante como es el caso de la referida

Resolución AN N" 13329 - Telco de 30 de abril de 2019, y los lnformes elaborados

por la Dirección Nacional de Telecomunicaciones de la ASEP que sustentan esta

última Resolución y que fueron adjuntados a la Advertencia de !legalidad presentada

por Ia concesionaria CWP.

Finatmente agrega la ASEP que la interposición por parte de prestadores de

servicios ptiblicos de acciones dilatorias, como Ia Advertencia de llegalidad objeto

del presente caso, no solo busca limitar la actuación de la Autoridad Nacionalde Ios

Servicios Públicos, sino que además, hacen ilusorio el cumplimiento de las normas

y principios establecidos dentro de la política estatal para el desarrollo del servicio

ptiblico de telecomunicaciones, recogida en Ia normativa sectorial vigente.

IV. OPINION DEL MINISTERIO PÚBLICO

El señor Procurador de la Administración se refiere a !a advertencia

presentada, de Ia siguiente manera:
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[\lediante Vista Fiscal N' 953 de 10 de septiembre de 2019, emitió concepto

en relación a la advertencia presentada, manifestando que de conformidad a !o

establecido en el artículo 73 de la Ley 38 de 2000, la Resolución JD- 1334 de 12 de

abril de 1999, emitida por el Ente Regulador, hoy Autoridad Nacional de los

Servicios Públicos, ya habría sido aplicada.

Esto toda vez que, con fundamento en la Resolución JD- 1334 de 12 de abril

de 1999, la Autoridad de los Servicios Públicos a través de Ia Resolución AN 566-

Telco de 16 de enero de 2007, pudo anteriormente clasificar a los concesiónarios

con Posición Dominante, para cada servicio de telecomunicaciones, y que es

precisamente Ia Resolución AN 13329- Telco de 30 de abril de 2019, la que en parte

modifica la anterior resolución, por Io que, no es viable indicar, que la Resolución

JD- 1334 de 12 de abril de 1999, se aplicó en el momento que se resuelva el

Recurso de Reconsideración, pues ya había sido utilizada ta! como consta en la

mencionada Resolución AN 13329- Telco de 30 de abril de 2019. Sin embargo,

dicho acto no constituye actuación que sea determinante en la Segunda lnstancia,

con motivo de la emisión de la Resolución AN 13329- Telco de 30 de abril de 2019,

porque precisamente, es con fundamento en la Resolución JD- 1334 de 12 de abril

de 1999, que se emitió la Resolución AN 13329- Telco de 30 de abril de 2019, para

establecer los parámetros para fijar la posición dominante para la prestación de

servicios con fines comerciales.

Razón por la que considera la Procuraduría de Ia Administración que CWP

ha interpuesto una Advertencia de llegalidad "que resulta no viable puesto que a

través de Ia misma se pretende que la Sala Tercera en lugar que detbrmine la

ilegalidad o no de alguna norma reglamentaria o un acto administrativo que ya ha

sido aplicado, lo que desnaturaliza la preliminar de dicha acción procesal". (f .112)
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V DECISIÓI.¡ OT LA SALA:

Cumplidos los trámites establecidos para este proceso, elTribunalse apresta

a decidir la litis, y es así que Iuego de un detenido análisis de la advertencia

presentada, esta Superioridad se ve precisada a coincidir con la opinión vertida por

el Ministerio Público, en el sentido de que la presente Advertencia de Ilegalidad

carece de Ias condiciones de viabilidad necesarias que se profiera una decisión de

mérito.

En este sentido, es menester primeramente reiterar que la Advertencia de

llegalidad procede respecto de una norma o normas reglamentarias, o de un acto

administrativo que elfuncionario "debería aplicar para resolver et proceso". Es decir,

que la norma advertida de ilegal, debe ser aquella que ha de aplicarse para

solucionar o decidir de fondo una controversia. Siendo así, es requisito

indispensable para que una Advertencia de llegalidad sea procedente, que exista

un proceso administrativo pendiente de la decisión en que ha de aplicarse la norma

o acto objeto de la advertencia. Pues siya ha resuelto Ia autoridad administrativa el

proceso administrativo o aplicado la norma, sería inoperante la utilización de este

recurso jurídico, circunstancia con la que nos encontramos en el presente caso. Lo

anterior es así, de conformidad al artículo 73 de la Ley 38 de 31 de julio de 2000,

que dispone lo siguiente:

"Artículo 73. La autoridad que advierta o a la cual una de las
partes le advierta que la norma legal o reglamentaria que
debe aplicar para resolver el proceso tiene vicios de
inconstitucionalidad, formulará, dentro de los dos días
siguientes, la respectiva consulta ante el Pleno de la Corte
Suprema de Justicia, salvo que la disposición legal o
reglamentaria haya sido objeto de pronunciamiento por dicho
Tribunal.

De igualmanera, cuando la autoridad advierta o alguna de las
partes le advierta que la norma o normas reglamentarias o el
acto administrativo que debería aplicar para resolver el
proceso, tiene vicios de ilegalidad, dentro de los dos días
siguientes, someterá la consulta respectiva ante la Sala
Tercera de la Corte Suprema de Justicia, salvo que la
disposición legal o acto haya sido objeto de pronunciamiento
de esta Sala. En uno y otro supuesto, la autoridad seguirá
tramitando el proceso hasta colocarlo en estado de decisión,
pero sólo proferirá ésta una vez el Pleno de la Corte Suprema
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de Justicia o la Sala Tercera, se hayan pronunciado sobre la

. consulta respectiva".

De lo anter¡or se desprende que la advertencia de ilegalidad de la que trata

estas disposiciones legales, solo es viable ante un proceso administrativo. Así lo ha

expuesto esta Sala en otras ocasiones, entre ellas en elfallo de 23 de junio de 2008,

en el cual se dijo lo siguiente:

"Quienes suscriben han de destacar que el denominado recurso de
advertencia de ilegalidad, persigue mantener la integridad del orden jurídico
a fin de evitar que una disposición o precepto proyecte efectos contrarios a
la finalidad y principios sobre los cuales descansa el conjunto normativo.

En ese sentido, esta figura tiene su ámbito de aplicación dentro del
curso de un proceso que debe ser de materia administrativa. El examen de
las notas que caractenzan a la advertencia de ilegalidad, tal como lo
consagra la Ley 38 de 2000, permite apreciar que ésta constituye una vla
incidental que una de las partes en el proceso administrativo, puede formular
a la autoridad que conoce del mismo". (Lo resaltado es delTribunal).

Observamos que la advirtiente como argumento central señala que la

Resolución N" JD- 1334 de 1999, no observó que Ia posición dominante se def¡ne,

no sólo en función de la participación de mercado, sino en atenc¡ón a que el

concesionario pueda fijar o afectar el precio del mercado para un servicio o servicios

concretos. lndica además que el hecho de que un concesionario pueda tener mayor

partieipación de mercado no implica necesariamente que deba ser clasificado con

posición dominante, puesto que la posición dominante o poder sustancial depende

de la capacidad del concesionario de fijar precios unilaterales o de restringir el

abasto en el mercado relevante o pertinente, sin que los agentes competidores

puedan, efectiva o potencialmente, contrarrestar dicha capacidad.

Ahora bien, advierte esta Sala que CABLE & WIRELESS PANAMÁ, S.A.,

interpuso la presente advertencia de ilegalidad dentro del proceso administrativo en

el que la Entidad Reguladora expidió la Resolución AN N" 13329- Telco de 30 de

abril de 2019, que ctasificó a los concesionarios con posición dominante en la

prestación de los servicios de telefonía móvil (Servicio de Comunicaciones

Personales y Servicio de Telefonía filóvil Celular), todos estos servicios públicos de
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telecomunicaciones con fines comerciales. Y es que se advierte que en sede

administrativa, Ia discordancia de GABLE & WIRELESS PANAMA. S.A., se dirigía

primeramente contra la Resolución AN 13329- Telco de 30 de abrilde 2019, contra

la cual presentó un Recurso de Reconsideración y en este contexto es que se

presentó la advertencia de ilegalidad que hoy se examina.

En este sentido, en el caso que nos ocupa, fue con fundamento en la

Resolución JD. 1334 de 12 de abril de 1999, que Ia Autoridad Nacionat de los

Servicios Públicos emitió la Resolución AN 566-Tetco de 16 de enero de 2007, a

través del cual anteriormente había clasificado tos concesionarios con Posición

Dominante, para los servicios de telecomunicaciones, así pues, la Resolución AN

13329- Telco de 30 de abril de 2019, modificó la Resolución AN 566-Tetco de 1G de

enero de 2007, por tanto coincidimos con lo expresado por la Procuraduría de ta

Administración y la Entidad Reguladora que no tiene sentido lo argumentado por

CABLE & WIRELESS PANAMÁ, S.A., cuando señala que la Resolución JD. 1g34

de 12 de abril de 1999, fue aplicada cuando se resolvió su recurso de

reconsideración interpuesto contra la Resolución AN N" 13329- Telco de 30 de abril

de 2019, cuando se observa claramente que la misma ya había sido apticada. Ta!

como veremos según de la Resolución AN 566- Telco de 16 de enero de 2007, en

sus resueltos se utilizó la resolución advertida:

"Por la cual Ia Autoridad Nacionalde los Servicios Pribticos clasifica a
los concesionarios que tiénen posición dominante para cada servicio
público de telecomunicáciones.

El Administrador General
en úso de sus facuttades legales,

CONSIDERANDO:
1. Que el Decreto Ley No. 10 de 22 de febrero de 2006, reestructuró
el Ente Regulador de los servicios pribricos bajo el nombre de
Autoridad Nacional de los servicios púbricos, como organismo
autónomo del Estado a cargo del contror y fiscalización, entre
otros, de los servicios públicos de telecomunicaciones, subrogando
en todos los derechos, facultades, obligaciones y funciones al
anterior organismo regulador;
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2. Que la Ley 31 de I de febrero de 1996, reglamentada por el Decreto
Ejecutivo No. 73 de I de abril de 1997 (Reglamento de
Telecomunicaciones), constituye el régimen jurídico al que están
sujetos los servicios públicos de telecomunicaciones;

3. Que el entonces Ente Regulador, cumpliendo con su facultad
de promover y garantizar la competencia leal en el sector de
telecomunicaciones y previa consulta pública, expidió la Resolución
No. JD- 1334 de 12 de abril de 1999 en la que estableció las reglas
para determinar cuándo un concesionario goza de posición
dominante en la prestación de un servicio de telecomunicaciones;

4. Que la posición dominante ha sido definida en nuestra
regulación, específicamente en el Artículo 4 de! Reglamento de
Telecomunicaciones, como aquella posición de la que goza una
empresa que cuenta con una alta porción de un determinado mercado
o servicio, que le permite fijar o afectar el precio de mercado para un
servicio o servicios concretos;

5. Que tomando como base las parámetros descritos en ra citada
Besol-ución No.JD-1334 de 1gg 9, la Dirección Nacionar de
Telecomunicaciones realizó el análisis correspondiente para
determinar. por cada uno de los servicios de telecomunicaciones.
lgs concesionarios con posición dominante. Los resuttados están
Qlasrnados en el Memorando No. sDRSF/DAEF/pD1B020s de 1g dE
de febrero de 2005.

(Resalta Ia Sala)

Es de señalar además que con anterioridad Cable & Wireless Panamá, S.A.,

presentó una advertencia de ilegalidad con la Resolución N" JD-1334 de 12de abril

de 1999, sustentada en aquella ocasión en que no se habla cumplido con el

procedimiento de Consulta Pública, sin embargo la actora desistió del proceso, tal

como se advierte en el Fa!!o de 16 de agosto de 2006, pudiendo entonces ta ASEp

con fundamento en la Resolución N" JD-1334 de 12 de abrilde 1ggg, clasificar a Ios

concesionarios que para entonces contaba con Posición Dominante en los servicios

de telecomunicaciones, a través de la Resolución AN N' 566-Telco de 16 de enero

de 2007, la que además fue declarada legal por !a Sala Tercera en la Sentencia de

2 de febrero de 2OOg ( Expediente 321-07).

De allí entonces que, somos de la opinión que la Resolución Advertida N.

JD-1334 de 1999, ya había sido aplica siendo una norma de procedimiento que se

utilizó a fin de establecer tos parámetros de Posición Dominante a los
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concesionar¡os en el mercado de telecomunicaciones con fines comerciales, pues

tal como hemos advertido la Resolución AN N" 13329- Telco de 30 de abrilde 201g,

fue sustentada en la resolución advertida. Hecho este hasta afirmado por la propia

advirtiente en el "hecho tercero" de su escrito, cuando sostiene:" La Resotución N"

JD-1334 DE 12 de abril de 1999, al establecer los parámetros para estabtecer

posición dominante para la prestación de servicios priblicos de tetecomunicaciones

Gon fines comerciales basándose sóto en ta participación de mercado del

concesionario...", aplicada como hemos dicho en la Resolución AN 566-16 de enero

de2007,lo que resulta contrario a la naturaleza ofinalidad de esta acción o recurso,

nos conduce irremediablemente a la conclusión de que debe negarse viabilidad a !a

advertencia de ilegalidad promovida por GABLE & wRELEss PANAMÁ, s.A.

' De acuerdo a lo anteriormente expuesto y como quiera que la iniciativa

ensayada fue en su momento admitida por la Sala, to que procede en este momento

procesales declararla no viable.

En consecuencia, la SALA TERCERA de la Corte Suprema, administrando

justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, DEGLARA No VIABLE

la Advertencia de llegalidad promovida firma Alemán Cordero Galindo & Lee

(apoderada principal) y los Licenciados: Jaime Castillo, Anel Roach Rivas y la

Licenciada Doris Nieto (como apoderados sustitutos), actuando en representación

de GABLE & WIRELESS PANAMÁ, s.A., contra Ia Resorución N" JD-1334 de 12

de abril de 1999, emitida por et Ente Regulador de los Servicios ptlblicos (ahora

Autoridad Nacional de los Servicios públicos).

NOT¡FíQUESE,

.l

RAMÓN FÁBREGA
MAGISTRADO

¿0.1r¿r

REYES CECI

(

RIQUELME
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Sala !ll cie la Corte Suprema cle Justicía
No'iiFretiEsr nor, 0 or-Sl$*Arsezo ef
A LAs :g* Dr Ln \^s§;.c*L

ROSAS
LA SALA TERCERA

Para notiñcar a los interesadr :¡s de la resolución que antecede,
se ha fijacto ét Edicto u". Z+l 6 en tugar visibte de
Secretaría a las 4ioo

la

de hoy

,._ : de l¿

de 20 >/_
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